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RESUMEN: El Derecho del Trabajo y el Derecho de la Seguridad Social ofrecen, comúnmente, una finalidad protectora; sin embargo, representan dos mundos claramente diferenciables pues la prestación económica entra en juego, como regla general, ante el defecto de ingresos salariales que implica una suspensión o extinción del contrato de trabajo. Partiendo de esta base lógica, ¿por qué el legislador se empeña en permitir la compatibilidad entre el empleo y la titularidad de una Incapacidad Permanente Absoluta? Este trabajo revive un interesante aspecto para el debate, con la vuelta de hoja que, a tal respecto, conlleva la reforma de 2011.
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TITLE: Permanent disability vs. professional activity in the service of employment policy. Does the end justify the means?

ABSTRACT: The Labour and Social Security Laws have a common protective purpose. However, they represent two clearly different worlds, since in general economic stakes are at play when there is a cut in earnings implied by a suspension or the extinction of a job contract. Starting out from this logical basis, why is it that legislators insist on allowing compatibility between employment and the holding of a Permanent Disability Allowance? The present work rekindles an interesting aspect for debate, especially with the about face involved in the Labour Law Reform of 2011.
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La valoración de las plurales y diversificadas opciones que ostentan a día de hoy las personas discapacitadas para hallar una ocupación exige, en consonancia a cuanto acontece con otros grupos particularmente desfavorecidos en su acometida de acceso al mercado laboral, el analizar tanto la dimensión activa como la pasiva de la política de empleo.
En cuanto a la vertiente activa de propugnar el acercamiento y casar, llegado el caso, la oferta y demanda de empleo, esto es, eso que en los últimos tiempos ha convenido en denominarse reinserción laboral -terminología de fonética poco agraciada pero de semántica inapelable-, cabe destacar el fomento de los incentivos a la contratación​[1]​ -léase, como principal exponente, las bonificaciones en cuotas de cotización al empresario- y, naturalmente, la canalización de los programas específicos de actualización profesional​[2]​ en pro de quienes, en el presente, son trabajadores inactuales​[3]​. 
Si nos ubicamos en el otro platillo de la balanza que simbólicamente representa la dimensión pasiva de la política de empleo, habremos de tomar partido del cauce tuitivo que enarbola el sistema de Seguridad Social. Con carácter específico, es decir, apoyándonos en el abordaje de la discapacidad de un ser humano y la repercusión que en términos peyorativos ello ha de conllevar sobre la aptitud profesional del sujeto-trabajador, el sistema público del artículo 41 CE configura en la actualidad diversos grados de tutela, de manera señalada en el nivel contributivo, tanto bajo el parámetro de la indefinición como aquel otro de la temporalidad, aspectos que contribuyen a justificar el que el presente régimen de prestaciones venga informado por las dificultades de acceso pero, al mismo tiempo, por una excelente cobertura, fundamentalmente de orden económico si bien no en términos de exclusividad.
Como el lector seguramente ya habrá deducido tras esta propuesta de contenidos, nos hallamos ante dos dimensiones de una misma política social que simbolizan mundos separados, paralelos y perfectamente comprensibles en tanto perduren como tales. Sin embargo, los problemas emergen cuando entran en contacto ambas realidades jurídico sociales, acontecimiento que sin lugar a dudas evoluciona desde el instante en que se legaliza y promueve la posibilidad de hacer compatibles el disfrute de una pensión de Incapacidad Permanente, en grado de Absoluta, con el desarrollo de una actividad profesional de servicios, bajo el loable pretexto de impulsar la reinserción social de los discapacitados.
Llegados a este punto, surgen interrogantes: ¿Qué está en juego; la aptitud profesional de un discapacitado o su economía? ¿Ha de ser la Seguridad Social un mecanismo propulsor de la política de empleo? Éstas son, entre otras de mayor o menor relevancia, algunas de las cuestiones que laten en el trasfondo de la controversia y sobre las que se propone, de nuevo, una reflexión mediante este trabajo, máxime teniendo en cuenta las novedades planteadas en el último cúmulo de reformas legislativas que toman su punto de partida con la Ley 27/2011.

II.	PASADO Y PRESENTE DEL SUPUESTO DE HECHO

La realidad normativa que sirve de base para el planteamiento del problema, se materializa en la redacción aportada por el artículo 141.2 LGSS. Por la importancia que conlleva, no resulta baladí reproducir a continuación el contenido literal del mismo:
“Las pensiones vitalicias en caso de invalidez absoluta o gran invalidez no impedirán el ejercicio de aquellas actividades, sean o no lucrativas, compatibles con el estado del inválido y que no representen un cambio en su capacidad de trabajo a efectos de revisión”.
Téngase en cuenta, no obstante, que la regulación del presente supuesto de hecho y sus correspondientes consecuencias jurídicas quedan parcialmente mediatizadas debido a la entrada en el escenario jurídico de la recién presentada Ley 27/2011 que, en su artículo 3 (apartado tres) introduce lo que a su vez es un nuevo apartado 3 en el mencionado precepto de la LGSS que habrá de quedar definitivamente oficializado en cuanto a su entrada en vigor con efectos 1 de enero de 2014. Sea como fuere, las reflexiones sobre esta novedad legislativa quedan amparadas en las expectativas de futuro de la prerrogativa y, por ende, reservadas para la segunda parte de este trabajo.
Centrándome, así las cosas y por el momento, en la exégesis del artículo 141.2 LGSS, cabe recordar las múltiples dificultades que el tratamiento normativo de la Incapacidad Permanente viene suscitando desde hace décadas. Una defectuosa regulación legal, un ausente desarrollo reglamentario eficaz en términos de mínimos y una cimbreante interpretación por parte del Tribunal Supremo son, con margen de suficiencia, argumentos que comparte la inmensa mayoría de la doctrina especializada para arribar a conclusión semejante. Sentada esta aseveración, es oportuno rememorar y por tanto situar el epicentro de atención en el último de los presupuestos enunciados.

1.	La doctrina del Tribunal Supremo
 
Una primera tesis interpretativa del alto tribunal, histórica en consecuencia, se sustenta en habilitar la compatibilidad entre la Incapacidad Permanente Absoluta y aquellos empleos que no fueran constitutivos de un medio fundamental de vida; en otras palabras y valiéndome para ello del determinante calificativo empleado por el propio legislador en el artículo 7.6 LGSS, los denominados trabajos marginales.
Una segunda opción obviamente más moderna en el tiempo y que cabría enraizar, siempre en términos aproximativos, a partir de 2008​[4]​, postula un planteamiento más extensivo en tanto ampara un abanico sensiblemente más amplio de potenciales actividades profesionales cuya ejecución no deviene óbice para el disfrute de una Incapacidad Permanente Absoluta. Esta argumentación acredita, al albur de una primera apariencia, un apoyo constitucional en tanto ofrece crédito a la escenificación del derecho y deber al trabajo que focaliza el artículo 35.1 CE, pero ¿hasta qué punto cabe asegurar que una interpretación sistemática de los artículos 35.1 CE y las propuestas conceptuales de los artículos 137 y siguientes LGSS no dan lugar a un tratamiento contrario a la ley?
Aunque ello suponga abrir un escueto paréntesis en cuanto a mi reflexión sobre el fondo de la cuestión, no representa una pérdida de tiempo el dejar bien sentado que, el recurrir a una presunta vulneración del derecho cívico al trabajo cuando no se permite trabajar a quien está permanentemente incapacitado con carácter absoluto para la práctica profesional, es una opción que hay que valorar con la suficiente cautela​[5]​. La doctrina más especializada se encarga de recordar que la estructura del artículo 35.1 CE ofrece numerosas construcciones conceptuales susceptibles de un abordaje absolutamente individualizado y que, de pretender encontrarse algún vínculo con el plano de la Seguridad Social, éste ha de ser respecto al deber de trabajar y no tanto el derecho al trabajo​[6]​. 
Limitando así las cosas nuestro ejercicio exegético a los postulados que, en verdad, parecen querer sustentar la doctrina jurisprudencial, el argumento en origen alegado por el Tribunal Supremo estriba en mencionar que la compatibilidad entre empleo e Incapacidad Permanente Absoluta es necesaria por cuanto hay personas, trabajadores, que aun habiendo superado el juicio de disminución en su aptitud profesional -verdadero centro neurálgico que condiciona la apertura del sistema institucional de tutela al amparo de la contingencia sometida a debate- quedan exceptuados en sus opciones de acceder a la prestación al no acreditar el mínimo periodo de carencia que condiciona tal paso. Sin embargo, y en opinión personal, dicha propuesta queda en fuera de juego desde el momento en que, precisamente, no se oficializa el reconocimiento de la pensión; ¿dónde hay que ubicar aquí una pretendida controversia por causa de incompatibilidad? No cabe abrir un debate sobre el supuesto calado del empleo en cuestión porque, en realidad, no hay caso en tanto en cuanto no se materialice el disfrute de una pensión pública de Incapacidad Permanente Absoluta.
Plantea el Tribunal Supremo, en segundo término, la potencial discriminación que puede conllevar el no permitir la compatibilidad pues se da pie a una infravaloración de la tesitura que representa una Incapacidad Permanente Absoluta frente a aquella otra que enarbola idéntica prestación, si bien en grado de Total, como efecto de denegársele al titular de la primera unos rendimientos económicos que, por el contrario, sí son atribuibles al beneficiario de la segunda en el caso, claro está, de que éste último ejecute una nueva actividad distinta, diferenciable, de su profesión habitual.
Hasta un cierto punto se trata de una tesis de base común respecto de la expuesta en primer término, algo así como permitir la compatibilidad a efectos de evitar un mal añadido, no obstante sí que es cierto que el Tribunal Supremo parece querer dar un paso adelante y verificar un exponente de contravención de prerrogativas, ya que mientras en el primer supuesto no llegaba a sugerirse una contradicción, en este segundo sí colisionan el empleo y la pensión. Sea como fuere, la doctrina es tajante al manifestar la dificultad de que se sostenga el argumento por un doble motivo:
1º. Desde el punto de vista de la aptitud del interesado, resulta probado que la patología determinante ha de venir sustentada en un juicio médico, pero la ulterior minusvaloración de la capacidad laboral que acaece como relación causa-efecto debiere ser anclada en un juicio jurídico, aspecto que en verdad condiciona, ley en mano, una declaración de Incapacidad Permanente Absoluta. Así las cosas, cuando un beneficiario oficial de la misma regresa a su actividad profesional evidencia que su aptitud profesional ha mejorado y, por ende, ya no merece la pensión.
2º. Si adoptamos la perspectiva de la capacidad adquisitiva del pensionista, más concretamente en base a la comparativa que emerge entre una Incapacidad Permanente Total y otra Absoluta, la primera representa prácticamente la mitad, en términos porcentuales, de la segunda; en consecuencia, pudiere tener sentido que abra sus puertas a un segmento más amplio de opciones de compatibilidad a efectos de obtener unos ingresos económicos extra. Por contra, esta dimensión de cuantía económica creo que no ha de ser la más determinante por cuanto si bien la Seguridad Social cumple una función de sustitutivo de rentas salariales dejadas de percibir, en este caso concreto de la Incapacidad Permanente es la afección a la capacidad laboral del potencial beneficiario el condicionante que se erige como vértice de la pirámide. 
En tercer lugar, cifra el Tribunal Supremo su opción por la compaginación en una teoría tan lacónica como muy a su pesar -me permito apuntar- insalvable. Interpreta el alto tribunal que de no arbitrarse la vía de un potencial disfrute coetáneo entre Incapacidad Permanente Absoluta y empleo se ofrece crédito a una sensible desmotivación que repercutiría peyorativamente en las opciones de reinserción laboral y profesional por cuanto se cercena el derecho de acceder a una pensión particularmente buena en lo que cabría considerar -y esto es opinión propia- una suerte de ranking de prestaciones en nuestro sistema institucional de Seguridad Social.
A mi modo de entender, no resulta procedente tal parámetro argumental por cuanto nos hallamos ante una casuística que resulta obligado diferenciar. La Incapacidad Permanente Absoluta, al igual que el resto de prestaciones de Seguridad Social salvo, quizá, la excepción que a tal efecto pueda representar la cobertura por causa de desempleo, no identifica lo que cabe sea considerado un estímulo a favor de la ocupación al objeto de poder quedar exceptuado de la imaginaria lista de trabajadores inactuales, sino y en todo caso, que no es poco, una renta económica -nunca un salario- cuyo fin es cubrir el defecto del mismo como consecuencia de una disminución en la aptitud profesional del sujeto; luego, en condiciones normales, si se cobra una Incapacidad Permanente Absoluta es porque precisamente se ha protagonizado una relación de obra o servicio, no así porque se pretenda estimular el deseo de reingreso en el mercado de trabajo, como lo prueba con elocuencia y sin necesidad de ir más allá su apellido de Permanente. Resulta probado el afirmar, así las cosas, que entre el Derecho del Trabajo y el Derecho de la Seguridad Social no concurre un nexo de acumulación sino más bien de alternancia, siempre al albergo -todo sea dicho- de un preeminente dictado de complementariedad.
En cuarto y último lugar, aunque no necesariamente en idéntico orden de importancia, justifica el alto tribunal que las nuevas tecnologías para la ejecución de tareas profesionales -léase, acaso como la más representativa, el teletrabajo- es una novedosa fuente que ofrece extraordinarias posibilidades de empleo a las personas discapacitadas y que, por ende, si no se facilita el compatibilizar la posible pensión que cobran estas personas con tales nuevas técnicas de trabajo se estarían debilitando, casi impidiendo, unas magníficas opciones de reinserción socio-laboral de pleno derecho.





Como reflexión final en torno a los contenidos vertidos en esta primera parte del trabajo, creo que la visión del Tribunal Supremo es demasiado extensa, flexible hasta el límite de pecar por exceso, lo cual posibilita el desembocar en una construcción argumental sensiblemente forzada que linda con lo inaceptable. Se trata de un sentir personal que, no obstante, viene a coincidir con las más recientes aportaciones doctrinales al respecto, aportaciones que en gran número y por su interés científico me han servido de base para la presente disertación escrita​[8]​.
El Tribunal Supremo pone en liza numerosos puntos temáticos para la interpretación. Las propuestas conceptuales de lucro cesante, reinserción social o nuevas tecnologías pueden ser considerados como los tres vértices de ese imaginario triángulo cuya superficie conforma la controversia sometida a debate, no otra que la opción de compatibilizar el desarrollo de una actividad productiva en régimen de dependencia y el disfrute de una Incapacidad Permanente en grado de Absoluta. Sin embargo, el problema -y más que seguramente la solución- viene de antes pues, a mi modesto entender, no existe causa para el debate jurídico desde el momento en que, cuando se pone en juego una Incapacidad Permanente Absoluta, el único presupuesto para la discusión en torno a su viabilidad presente y, llegado el caso, una potencialmente futura, es el relativo a la capacidad profesional del titular de la misma. En realidad da igual el pugnar sobre si se puede obtener un mayor rendimiento económico, de corte salarial o extramuros del mismo, incluso no ofrece una nueva dimensión cualitativa la hipotética tipología, más vetusta o contemporánea, de la actividad a ejecutar, pues lo único verdaderamente importante es si el beneficiario del sistema institucional de Seguridad Social puede o deja de poder, normativamente hablando, trabajar paralelamente al disfrute de su prestación. 
En esto reside precisamente el problema, esto es, se trata de una evidente disociación de los pilares del Derecho, puesto que si el mismo contempla la norma jurídica más la realidad social por la misma acotada, en este punto temático en concreto la norma -ayudada por la jurisprudencia complementaria- ofrece crédito a una compatibilidad mientras la realidad social a interpretar parece querer denotar otra espiritualidad; no se trata de una acometida por buscar el mejor justificante para que un incapacitado permanente pueda trabajar y obtener un salario compatible con el montante de la prestación, se trata simplemente de entender que una Incapacidad Permanente Absoluta es semántica y conceptualmente incompatible con cualquier práctica laboral al margen del artículo 7.6 LGSS.
El concepto de aptitud laboral es el presupuesto que todo lo puede en la controversia en que nos encontramos. Éste y no otro es el motivo por el que el legislador conforma diversos grados de Incapacidad Permanente, es decir, el acreditar que algunos de tales condicionantes sí son compatibles con el empleo; no es precisamente una de ellas la que materializa el devenir de esta reflexión.
Sea como fuere, el problema sigue estando ahí fuera; muy presente.

III.	REFLEXIONES EN TORNO A LAS FÓRMULAS DE FUTURO EN EL CORTO PLAZO

El objetivo principal de esta segunda parte del trabajo es el de recordar e interpretar, en clave crítica, algunas de las más destacables alternativas de solución que han visto la luz en los últimos tiempos; de entrada, ello denota una señal inequívoca de que la actual regulación de la temática no es la más apropiada. Este planteamiento, pretendo me siga ayudando a construir el andamiaje sobre el que hacer descansar una propuesta interpretativa de orden estrictamente personal sobre el estado de la cuestión.

1.	Reducción de la pensión durante el empleo

El ideal de esta fórmula, consiste en partir de la línea general que enmarcaría una compatibilidad entre Incapacidad Permanente Absoluta y empleo pero condicionada a que éste último se desarrollara a tiempo parcial; ello ofrecería crédito a una disminución, bajo criterios de proporcionalidad, del rendimiento económico que enarbola la pensión mientras se mantenga en activo la praxis profesional.
En mi opinión, tal acometida no resulta plausible. A pesar de las dudas que genera el actual marco normativo de los artículos 137 y siguientes LGSS, el legislador quiere mostrarse tajante respecto a la exégesis -y por tanto la potencial influencia- del presupuesto concerniente a la insuficiencia de capacidad laboral. Si un trabajador obtiene el beneficio de la Incapacidad Permanente Absoluta es porque acredita la imposibilidad para cualquier práctica laboral, con lo que de habilitarse una opción para compaginar la mencionada pensión con un empleo a tiempo parcial, es porque ha sido revisado el grado de discapacidad y, cabe entender, oficializado el grado de Total que, por ley, sí permite el desarrollo de otras labores, habituales o fundamentales, pero distintas a las que hasta un cierto momento integraban su régimen de clasificación profesional.
En fin, evidencia lo mismo el que nos hallemos ante trabajador dependiente, autónomo, indefinido, temporal, a tiempo completo o a tiempo parcial; la Incapacidad Permanente Absoluta adquiere causa como un rendimiento económico sustitutivo del completo montante salarial porque ningún empleo se puede ejercer. Puedo llegar a entender que aparentare ser una aseveración con tintes absolutistas, empero fundamentada en los dictados que prioriza la propia LGSS.

2.	Medida de estímulo a la política de empleo

La crisis económica globalizada que aún nos agobia y entre cuyos principales exponentes se encuentra una tasa de desempleo forzoso realmente estratosférica, obliga a continuos esfuerzos intelectuales y de plasmación normativa en orden a enriquecer la savia del empleo. En aquello que concierne a una pretendida compatibilidad entre Incapacidad Permanente Absoluta y empleo como alternativa orientada a tal fin, varias han sido las acometidas; entre las más importantes, las que a continuación se presentan.

	Posibilitar el cómputo de las cotizaciones obligadas por esa nueva actividad en la base reguladora de futuras prestaciones, por ejemplo la jubilación contributiva o, sin ir más lejos, una suerte de actualización de una Incapacidad Permanente Absoluta en su momento suspendida, siguiéndose de este modo, siempre con cierta relatividad, los patrones de actuación en caso de recaída de una Incapacidad Temporal​[9]​.

	Fomentar una bonificación en las propias cotizaciones del nuevo empleo para ambas partes protagonistas, en una evidente y no menos decidida propuesta por impulsar la contratación.

Sin embargo, nuevamente como opinión personal, cabe reiterar lo ya esgrimido en alegatos precedentes. La Incapacidad Permanente Absoluta choca de manera frontal con cualquier práctica laboral, luego es imposible hablar de los efectos que cabe esperar de un nuevo trabajo cuando, ex ante, su causa es inviable. Aspecto distinto es si, tras una revisión, se declara una Incapacidad Permanente Total; ahí sí cabrían estas preguntas, pero no aquí pues se estaría dando pié a una práctica contra la propia ley.

3.	Jubilación e Incapacidad Permanente Absoluta como exponente de vidas paralelas

El pistoletazo de salida para esta teoría, ha de ser hallado en el documento del Gobierno sobre la revisión del Pacto de Toledo fechado el 29 de enero de 2010. En el mismo se sientan las bases dogmáticas para reestructurar lo que de inadecuado quepa observar entre los fines de la acción protectora y la propia realidad pues, siempre de boca del poder ejecutivo, “no es razonable (…) que prestaciones pensadas para cubrir la imposibilidad de trabajar (Incapacidad Permanente Absoluta) se compaginen con el trabajo”. A la postre, concluye su informe en la materia con un llamamiento para que el legislador reordene tal tesitura en el mismo cauce que la jubilación.
Escasamente un año más tarde, el Informe de Evaluación y Reforma del Pacto de Toledo que se suscribe el 25 de enero de 2011 conforma el testimonio de la Comisión por la promoción del sistema de Seguridad Social a modo de puente para la reinserción laboral de los discapacitados, pues dicha política social no ha de ser fuente de trabas para tal objetivo; cita expresamente, recogiendo el planteamiento jurisprudencial, el equiparar el tratamiento de los pensionistas por discapacidad con el de los beneficiarios por causa de jubilación.
A la postre, la plasmación práctica de estas declaraciones de motivos ha tenido, hasta el momento, una sola manifestación; la contenida en el artículo 3, apartado tres, de la Ley 27/2011 que trata el artículo 141 LGSS mediante el añadido de un nuevo apartado 3, en cuya causa la opción de compatibilizar empleo e Incapacidad Permanente Absoluta queda cercenada sólo desde el momento en que el pensionista de Incapacidad Permanente Absoluta cumpla la edad legal de acceso a la Jubilación. He aquí, parece ser, donde se cruzan los caminos de Incapacidad Permanente Absoluta y Jubilación así como sus opciones de ser compaginadas con el empleo; sin embargo, nimia solución parecen conceder.
Cierto es que, hasta el momento, la situación era desproporcionada por cuanto si bien la jubilación sólo era compatible con un trabajo a tiempo parcial, la Incapacidad Permanente Absoluta lo era con manifestaciones incluso a tiempo completo; ahora bien, creo que debe emerger de manera meridianamente clara el ideal conforme al cual no se trata de fomentar por fomentar pensando ya en una Incapacidad Permanente Absoluta, sino de hacerlo dentro del espíritu y contenido de la ley, no siendo éste el caso. Resulta innegable que Jubilación e Incapacidad Permanente Absoluta son, acaso, las dos principales modalidades de pensión económica que enarbolan el nivel contributivo de nuestro actual sistema de Seguridad Social, sin embargo, sólo ello no es razón suficiente para que discurran por caminos paralelos en una controversia tan vidriosa como la presente. 
A modo de conclusión al respecto y respetando para ello los postulados del informe de la Comisión de 2011, el sistema de Seguridad Social no pretende ser una piedra en el camino para la reinserción laboral, sin embargo tampoco ha de ser emblema de políticas contrarias a la ley.

IV. UNA PROPUESTA PERSONAL

La mejora en la cantidad y calidad de gestión de las prestaciones de Seguridad Social, en particular de las que compensan una discapacidad para la práctica profesional, ha de repercutir en un sensible beneficio del espectro protector para todo aquel trabajador o trabajadora que acredite la mencionada alteración de salud, y ello pensando en la concepción integral que representan las dimensiones preventiva, sanadora y recuperadora.
Por otro lado, junto a esta causa estrictamente sanitaria, convergen otras que no cabe sean exceptuadas del juego que viene a proponer la prerrogativa que se somete a examen; entre ellas las siguientes.
Hacer mención, en primer término, del principio eminentemente jurídico a cuyo tenor es preceptivo hallar un vínculo de conexión entre la esencia protectora que es propia, inherente, al sistema de Seguridad Social, y la realidad misma en que éste es interpretable. En otros términos, subrayar que la norma jurídica no es nada sin el entorno social en el que -permítaseme un símil propio de la ciencia sociológica- la misma nace, se desarrolla y muere. Acaso uno de los principales exponentes representativos de este ideal lo componga la imposibilidad para trabajar que, como regla primaria de orden general, posé un sujeto incapacitado con carácter permanente para la mencionada práctica profesional.
En segundo lugar, una perspectiva de orden económico. Resulta incondicional el hacer referencia al nexo que sobre intereses patrimoniales tiene, o puede llegar a tener, un pensionista de Incapacidad Permanente Absoluta desde el momento en que la misma representa un ingreso patrimonial, no salarial pero sí económico. Ahora bien, dicho interés no cabe sea analizado desde la posición de sujeto activo que identifica el pensionista y su meta por alcanzar un dinero extra, más bien debe ser expuesto desde la óptica, a modo de sujeto pasivo, que encarnan todos aquellos colectivos afectados igualmente por una discapacidad y a los que se les deniega, entre otras razones de mayor o menor calado, por una insuficiencia de recursos en las arcas del sistema. Cierto es que existe un postulado consuetudinario a cuyo tenor cada quien puede observar desde la óptica que más le interesa, sin embargo parece evidente que, para este supuesto en concreto, la consecuencia jurídica no es la misma.
Finalmente, una perspectiva de talante sociológico. ¿En qué medida pudiera llegar a influir la edad del pensionista para considerar una hipotética compatibilidad entre Incapacidad Permanente Absoluta y empleo? A priori, para un pensionista en edad madura -entendemos puntualmente a tales efectos a partir de los sesenta años- la prestación en cuestión simboliza una especie de tránsito flexible hacia la jubilación; en otras palabras, no tiene un especial sentido promover entre tal colectivo una alternancia coetánea prestación/empleo, sin embargo, para el colectivo de pensionistas de edad inferior a la reseñada, sí que cuenta tal prerrogativa de reincorporación a la vida laboral activa y, en consecuencia, ahí es donde podría jugar su papel una hipotética simbiosis entre Incapacidad Permanente Absoluta y empleo pero no en términos de compatibilidad puesto que, de entrada, aquel que no tiene aptitud laboral no puede ser considerado trabajador.
En base a todas estas consideraciones, expreso mi más sincera sintonía con el documento para la revisión del Pacto de Toledo de fecha 29 de enero de 2010. Una mirada al futuro empieza por justificar lo irracional de compatibilizar una Incapacidad Permanente Absoluta y un empleo puesto que, en fin, no es socialmente aceptable. 
Sin embargo, cuál es mi sorpresa al observar que, escasamente un trienio más tarde, la política legislativa estatal aún no ha sido capaz de producir de acuerdo a los designios teóricos, políticos, que desde 1995 rigen la Seguridad Social doméstica; aquí, la principal norma de este segmento temporal y en varias ocasiones ya mencionada -Ley 27/2011- tan sólo parchea diplomáticamente la declaración originaria de intenciones pero no enjuaga su raíz viciada. 
En efecto, ya ha sido abordado en reflexiones previas que el novedoso artículo 141.3 LGSS, cercena la opción consabida de compatibilizar a partir de la edad de acceso a la pensión de jubilación; un parámetro que, conforme a la exposición de motivos del mencionado texto normativo, simboliza una causa aparentemente clara: se desvirtúa el espíritu de reinserción laboral a partir de cierta edad​[10]​. Sin embargo no estoy de acuerdo con esta novedosa propuesta legislativa en base a dos razones: 
La primera, no tiene sentido hablar de un potencial favor de la reinserción laboral, antes o después, desde el momento en que al amparo de su más pura esencia no cabe hablar de beneficio de una Incapacidad Permanente Absoluta a modo de trampolín para la recolocación en el mercado laboral. La reflexión, por tanto, es de base y un paso anterior; la Incapacidad Permanente Absoluta es una prestación del sistema institucional que contribuye a la protección de ciertas personas, con un específico grado de discapacidad, a través de la asignación de un recurso económico sustitutivo de las rentas salariales dejadas de percibir en el espacio virtual tanto del daño emergente como del lucro cesante, garantizándose así su cometido de política social en el marco del Capítulo III, Título I CE. Ahora bien, ello no habilita en absoluto para afirmar que, con este modo operativo, el sistema de Seguridad Social esté expulsando a potenciales beneficiarios no ya de su campo de aplicación, sino del de su complementario mercado de trabajo.
La segunda, acreditar el momento temporal en el cumplimiento de la edad de jubilación ordinaria. Resulta evidente que una cosa es la llegada a la mencionada edad legal y otra distinta el tránsito efectivo a la situación de jubilación del, por el momento, potencial beneficiario; si ambas premisas coinciden en el tiempo, no habrá problemas en tanto se salta del régimen de la Incapacidad Permanente Absoluta a la Jubilación, más o menos como acontece con el nivel no contributivo de tutela. La controversia se suscita cuando no se den al unísono ambas premisas, lo cual no sólo es factible sino además posible en cuanto a promoción en la actualidad, porque entra en juego la necesidad de que el pensionista de Incapacidad Permanente Absoluta opte por continuar en el disfrute de la misma o pasar a Jubilación. Resulta casi obvio pensar que optará por lo segundo, pues la Jubilación cada vez ofrece más opciones de compaginación con trabajo por cuenta ajena o propia, especialmente en el caso de jornada a tiempo parcial, mientras que se le cierran las puertas al empleo si permanece en Incapacidad Permanente Absoluta. El interrogante que sugiere el fondo de la cuestión es el de si resulta ético pensar que una determinada propuesta legal pierda su causa por el hecho de celebrarse un cumpleaños.
Llegados a este punto, estimo que la única opción viable para gobernar el ciclo vital de una Incapacidad Permanente Absoluta en caso de revisión de la aptitud profesional y ulterior reincorporación al mercado de trabajo, es la suspensión del percibo de la prestación.
Como acontece con el resto de prestaciones económicas de abono periódico y carácter vitalicio, la verdadera y única causa legal que en esencia representa su llegada a término final es el fallecimiento del propio pensionista. En consecuencia, y como primera gran tesis, no alimentemos el que un potencial nuevo empleo significa la extinción de la Incapacidad Permanente Absoluta; únicamente, su paralización temporal.
Sea como fuere y sin perder la pista de este razonamiento, siempre es posible pensar en un régimen de dinámica similar al que se promueve para la prestación por desempleo al amparo de los artículos 212.1.d) y 213.1.d) LGSS​[11]​; la prestación contributiva frente a paro forzoso quedará en suspenso si el beneficiario se incorpora al mercado laboral para el desarrollo de una actividad asalariada de duración inferior a un determinado cúmulo de mensualidades, según se trate de labor dependiente o autónoma, pero se extinguirá si se igualan o superan, en su caso, tales segmentos temporales. La pregunta es, ¿por qué no prever un régimen idéntico para la Incapacidad Permanente Absoluta?
Como es de sobra conocido, en caso de reconocimiento de dicha medida de cobertura hay una reserva del puesto de trabajo que, tras la oportuna superación del filtro EVI, posibilitaría al beneficiario la reincorporación a su sistema de clasificación profesional en el plazo máximo de dos años desde la fecha de reconocimiento de la Incapacidad Permanente Absoluta por el INSS; pues bien, el legislador podrá optar por señalar que, a lo largo de esos dos primeros años, la Incapacidad Permanente Absoluta permaneciera en suspenso porque al saltar de segmento temporal con el inicio del tercer año, ésta se extinguiría en caso de reincorporación laboral. Sin duda alguna, es un factor de cierta presión para fomentar la reincorporación laboral en esos dos primeros años de Incapacidad Permanente Absoluta.
Como resumen final, es verdaderamente loable que el legislador haga esfuerzos por adaptar la normativa a los designios de los nuevos tiempos, particularmente debido al azote de la crisis económica; lo que ya no resulta de recibo es que, para lograr tal fin, se traten de reformular construcciones jurídicas que continúan asentadas sobre bases dogmáticas, conceptuales, que perviven sólidas con el transcurso de los años. Nuestro legislador plantea una regulación de la Incapacidad Permanente no en términos de blanco o negro sino al auspicio de cinco posibles opciones que toman su fundamento en el nivel de degradación de la capacidad laboral y funcional en general, tanto de nivel físico como intelectual, de un ser humano: Incapacidad Permanente Parcial, Total, Total Cualificada, Absoluta y Gran Invalidez. Pues bien, por poder darse, se pueden ofertar muchas reformas en la materia, incluso la tan ansiada metamorfosis estructural que desde hace ya lustros se viene hablando; pero lo que nunca puede acontecer es que si por definición la Incapacidad Permanente Absoluta imposibilita para la práctica de cualquier actividad laboral, ahora se trate de impulsar su compatibilidad con el empleo como vía de promoción del mismo y, en un superior círculo concéntrico, de lucha contra la crisis económica, pues ello sería como tirar piedras contra nuestro propio tejado dogmático y acaso, lo que es peor, crear un halo de sentimiento social en el ciudadano conforme al cual y dada una determinada tesitura, todo vale.
No siempre el fin justifica los medios.
 













^1	  Vid., como dos de los exponentes normativos acaso más recientes, la Ley 3/2012, de 6 de julio de Medidas para la Reforma del Mercado Laboral y el Real Decreto Ley 4/2013, de 22 de febrero, de Medidas de Apoyo al Emprendedor y de Estímulo al Crecimiento y de la Creación de Empleo.
^2	  Vid., a modo de ejemplo, el Real Decreto Ley 1/2013, de 25 de enero, de Prórroga del Programa de Recualificación Profesional de las Personas que agoten su Prestación por Desempleo y se adoptan otras Medidas Urgentes para el Empleo y la Protección Social de las Personas Desempleadas.
^3	  Acuñando esta terminología M.C. PALOMEQUE LÓPEZ: Derecho del Trabajo, Editorial Universitaria Ramón Areces, 2012, página 330.
^4	  Vid., STS 1984/2008, de 30 de enero, fundamento jurídico tercero (apartados 2 y 3).
^5	  Con el reconocimiento del derecho al trabajo dentro del catálogo de derechos y deberes de los ciudadanos, la CE de 1978 incorpora, por vez primera en la historia del constitucionalismo español, al que, sin embargo, ha sido considerado como el arquetipo de los derechos sociales. Mediante esta redacción textual, comienza R. SASTRE IBARRECHE la introducción a su monografía El derecho al trabajo (Trotta, 1996); una opinión que permite amparar la idea de que el derecho al trabajo no es en esencia un exponente clásico de poder hacer jurídicamente tutelado de propiedad individual que pueda ser alegado como contrapeso a ciertas pretensiones jurídicas sino, en todo caso, una expresión de la más genérica y abstracta política social orientada al pleno empleo del artículo 40.1 CE. 
^6	  Vid., las reflexiones a este respecto de R. SASTRE IBARRECHE en El derecho al trabajo (páginas 91-95).
^7	  Vid., quizá como el exponente originario, STC 3/1983, de 25 de enero, fundamento jurídico tercero (tercer párrafo).
^8	  J.C. ÁLVAREZ CORTÉS y E. ALONSO RUSSI: “Prestaciones de Seguridad Social. Algunas notas sobre la compatibilidad de la pensión de Gran Invalidez con el trabajo por cuenta ajena”; Temas Laborales, 2010, nº 106 y A. VICENTE PALACIO: “Incapacidad Permanente Absoluta o Gran Invalidez y compatibilidad con trabajo no marginal o residual. ¿Es todavía la capacidad profesional el criterio que determina la calificación de la Incapacidad Permanente en el nivel contributivo de prestaciones? (A propósito de la STS de 14 de octubre de 2009)”; Tribuna Social, 2010, nº 233.
^9	  Si bien la normativa reguladora del régimen de la recaída no es clarificadora a este respecto (léase, los artículos 128.2 LGSS y 9.1 Orden Ministerial de 13 de octubre de 1967), sí lo es la fuente complementaria que enarbola la doctrina unificada del Tribunal Supremo y que se manifiesta, entre otros reflejos, en la STS 7375/2003, de 2 de octubre, fundamento jurídico segundo (apartado 3, tercer párrafo).
^10	  (…) se establece la incompatibilidad de la pensión de incapacidad permanente absoluta y de gran invalidez con el trabajo después de la edad ordinaria de jubilación, dado que la compatibilidad es una buena medida para favorecer la reinserción de los beneficiarios en el mundo laboral, pero pierde su sentido después del cumplimiento de la edad de jubilación (…).
^11	  Téngase en cuenta la reciente reforma normativa incorporada por el ya mencionado en este trabajo Real Decreto Ley 4/2013, de 22 de febrero, artículo 5 (apartados uno y tres), en referencia al trabajo autónomo.
